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Como el ex marido figuraba en la hipoteca, aunque no en la escritura de propiedad, lo habló con él y este le dijo que 
estaba de acuerdo, que hiciera los trámites. 

Lamentablemente nuestras posibilidades de intervención en estos casos son muy limitadas o prácticamente inexistentes, 
ya que lo que subyace en el fondo del asunto es un conflicto que afecta únicamente a particulares, dado que la entidad 
financiera actúa conforme a derecho, por lo que únicamente cabe acudir a la vía judicial en caso de no poder llegar 
a un acuerdo amistoso. En este sentido hemos conocido que algunos Juzgados de familia han ordenado a una de las 
partes que firmase el Código de Buenas Prácticas, dentro de las medidas adoptadas para regulación del convenio de 
divorcio y en favor de los hijos menores fruto del anterior matrimonio.

En cuanto a la posibilidad de que su entidad financiera no exija la firma de la ex pareja para rebajar la cuota hipotecaria 
de acuerdo con el Código de Buenas Prácticas, es una opción complicada, ya que, aunque la elevación a escritura públi-
ca del acuerdo de modificación del préstamo es potestativa, la entidad podría valorar que la firma del acuerdo resulta 
necesaria en todo caso porque los términos del contrato firmado en su día obligan a ambos y cualquier modificación 
de las condiciones pactadas requiere el consentimiento de todas las partes contratantes. 

En todo caso, valoramos que las entidades financieras, cuando se den este tipo de situaciones, podría ofrecer al-
guna solución que permita a la mujer atender sus obligaciones de pago, dentro de lo que se denomina «política 
comercial y de asunción de riesgos». 

En este sentido, en el caso relatado indicamos a la promotora de la queja la conveniencia de que se dirigiera formal-
mente a su entidad financiera solicitando alguna medida alternativa, incluyendo la posibilidad de excluir al ex marido 
del contrato de préstamo hipotecario.

En relación con los servicios de suministro de luz y agua no podemos dejar de relatar la queja 23/1392 que, desgracia-
damente, pone una vez mas de manifiesto las miserias de la condición humana. El promotor de la queja denunciaba 
que en una vivienda donde residía una mujer, aunque estaba a nombre de su madre, se había manipulado el contador 
de luz y estaban enganchados al suministro de agua. Según afirmaba el interesado en su escrito de queja: “Llevo 3 años 
sabiendo este fraude pero desde que corteé la relación sentimental que tenia con dicha persona he pensado denun-
ciar anónimamente este hecho”.

En nuestra respuesta, tras indicarle que cualquier persona puede poner en conocimiento de las entidades prestadoras 
de suministros las irregularidades que afecten a sus instalaciones y estas podrían denunciar el delito de defraudación 
de energía eléctrica y agua, le advertimos expresamente que “dicha denuncia no debe estar motivada en el deseo 
de causar un mal a la persona con la que mantenía una relación de afectividad previa ya que, en ese caso, podría 
integrarse en determinados tipos delictivos, como las amenazas o coacciones, que son objeto de un específico 
tratamiento punitivo en la legislación vigente sobre violencia de género”.

2.1.4. Personas en situación y/o riesgo de 
vulnerabilidad

2.1.4.2.1.3.1. Barriadas de promoción pública
...

Otro de los barrios objeto de nuestra intervención ha sido el Polígono Sur en Sevilla, que sigue siendo referente en 
Andalucía por la vulnerabilidad de sus residentes. 

En las distintas reuniones mantenidas con asociaciones del barrio se ha puesto de manifiesto las deficitarias instalacio-
nes eléctricas como uno de los principales problemas. 

Una situación que genera una problemática que ha sido trasladada en la queja 23/3635. Su promotora nos pone de ma-
nifiesto que reside en un bloque sin luz y sin agua. Que se pasan los cables de unos bloques a otros y esto les ocasiona 
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problemas en su vida diaria. A este problema se añaden otros como las malas condiciones de la vivienda, con hume-
dades, sin ascensor y suciedad en los elementos comunes. Nos traslada que trabaja todos los días y que su situación 
económica no le permite buscar otra vivienda. 

Una queja que refleja la acumulación de problemas que inciden en las familias residentes en el barrio que requiere la 
intervención de todas las administraciones implicadas a través de políticas adaptadas al territorio.

A través de las distintas situaciones descritas en los barrios antes mencionados podemos ver las carencias que siguen 
teniendo, a pesar de las sucesivas políticas públicas implementadas, en algunas ocasiones a través de interven-
ciones integrales como es el caso del Polígono Sur. 

...

2.1.4.2.2.3. Otros factores de vulnerabilidad
Existen otros factores que inciden en situaciones de vulnerabilidad. Uno de ellos es la pobreza energética que cuando 
concurren con otros como la precariedad económica y residencial, conlleva pasar de estar en riesgo de exclusión a una 
exclusión severa.

Se considera pobreza energética aquella situación en la que una unidad familiar no puede mantener su vivienda a una 
temperatura adecuada y/o hacer frente a las facturas eléctricas.

Así el clima determina la demanda de energía de un hogar y en consecuencia el gasto al que se ha de hacer frente. La 
renta familiar es otro factor y quizá el más importante que influye directamente sobre la capacidad económica sobre 
el consumo y las condiciones de la vivienda en la que se reside. Todo ello condicionado con las características de los 
residentes que está íntimamente relacionado con la educación energética que se ha adquirido.

No se ha unificado un concepto unánime del consumidor vulnerable, asumiendo cada comunidad el suyo propio, lo 
que dificulta la adopción de medidas a escala superior.

La Estrategia Nacional Contra la Pobreza Energética lo define como “el consumidor de energía eléctrica o de usos 
térmicos que se encuentra en situación de pobreza energética, pudiendo ser beneficiario de las medidas de apoyo 
establecidas por las administraciones”

Actualmente, dichas medidas están referidas básicamente al bono social eléctrico o bono social térmico y afectan a 
grupos de consumidores que poseen una renta por debajo de unos límites, el título de familia numerosa o cuyos ingresos 
provienen de personas pensionistas. Situaciones que no siempre están incluidos en grupos vulnerables.  

Numerosos estudios están trabajando sobre indicadores que permitan categorizar estas situaciones para facilitar la 
implementación de medidas. Entre las soluciones planteadas se encuentra la rehabilitación energética implantando 
sistemas de renovables. 

En la Defensoría, año tras año, se reciben distintas quejas donde nos ponen de manifiesto estas realidades. Personas 
que por distintas causas viven sin poder bajar las altas temperaturas de sus viviendas durante los 4 meses de verano, 
pero también sin poder subirla en invierno. 

Personas que residen en viviendas unifamiliares o edificios poco eficientes energéticamente, cuando no residiendo en 
alquileres de bajo coste. También recibimos quejas de adjudicatarios del parque público de viviendas, bien sean de ti-
tularidad municipal o de la la Junta de Andalucía, sobre todo de quienes residen en barrios de viviendas públicas, de los 
años 70-90, o en barrios obreros de viviendas de protección oficial, ya desprotegidas y de titularidad privada y en cascos 
históricos donde siguen existiendo zonas de vivienda que no han sido colonizadas por la turistificación.  

Nos trasladan que con mucho esfuerzo han podido comprar una vivienda para ir mejorándola pero que la escasez de 
recursos no les permite hacerlo. Viviendas que ante la falta de aislamientos adecuados provocan facturas del suministro 
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elevadas a las que se hace difícil afrontarlas. Situaciones que requiere políticas públicas encaminadas a promover la 
rehabilitación energética con medidas adaptadas a la población destinataria. 

...

2.1.5. Salud y bienestar

2.1.5.2.5. Prestaciones sanitarias
Dentro de las prestaciones sanitarias, retomamos el asunto ya avanzado en el Informe Anual de 2022, sobre la compen-
sación de gastos de electricidad por oxigenoterapia domiciliaria, que llevó a esta Institución a emitir una resolución 
en la que recomendamos al Servicio Andaluz de Salud la armonización del procedimiento general para la compensación 
económica por gastos de consumo de electricidad o agua a personas que necesitan determinados tratamientos domici-
liarios, ya a instancia de parte o de oficio. Debe incorporarse en todo caso dentro del mismo el derecho a la información 
como instrumento imprescindible para ejercer la petición y para franquear el acceso a la compensación en condiciones 
de igualdad efectiva y equidad; así como la valoración de una actualización de las cuantías contempladas en la Orden de 
13 de febrero de 2014, de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, por la que se actualizaron las condiciones 
económicas aplicables a los servicios de diálisis concertados con el Servicio Andaluz de Salud y las compensaciones a 
pacientes por determinados tratamientos domiciliarios (queja 22/2350).

Recordamos que el artículo 4 de la referida Orden establece que «el Servicio Andaluz de Salud abonará a los pacientes 
sometidos a los tratamientos domiciliarios las cantidades que en el Anexo II se especifican en concepto de compensación 
económica por los gastos de consumo de electricidad o agua», que por su parte contempla a pacientes en tratamiento 
de hemodiálisis domiciliaria con máquina, para los que prevé una compensación por consumo de agua y electricidad 
de 4,77 euros por sesión; a pacientes en tratamiento de diálisis peritoneal domiciliara con cicladora, compensados en 
concepto de consumo eléctrico con 13,26 euros mensuales; y a pacientes en tratamiento de oxigenoterapia domiciliaria 
con concentrador, para los que la compensación por consumo de electricidad se fija en 15,99 euros mensuales.

Pues bien, la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud del Servicio Andaluz de Salud aceptó 
íntegramente dicha resolución en el ejercicio 2023 y, en consecuencia, indicó compartir la necesidad de elaborar un 
procedimiento homogéneo que recogiera todos los pasos a seguir para el acceso a la ayuda económica regulada en 
la Orden de 13 de febrero de 2014, de manera que se armonicen los requisitos en todos los centros del Servicio Andaluz 
de Salud. Con la participación de las unidades implicadas en dicha prestación, tanto a nivel central como de centros, 
y audiencia de los profesionales que trabajan en contacto directo con el paciente, se nos remitió posteriormente el 
resultado alcanzado.

Añadía la Administración que el procedimiento desarrollado había sido incluido entre los albergados en la plataforma 
web “Procedimientos para la atención ciudadana”, para su disponibilidad en línea para los profesionales competentes, 
así como en la web del Servicio Andaluz de Salud a disposición de la ciudadanía (queja 22/2350).

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-compensacion-de-gastos-de-electricidad-por-oxigenoterapia-domiciliaria
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/toman-medidas-para-compensar-los-gastos-de-electricidad-de-la-oxigenoterapia-domiciliaria-para-su
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